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S E N T E N C I A Nº 000224/2025  
 
 

 En Pamplona, a 3 de noviembre de 2.025 

 

 

Juez que la dicta: Dña. Marta Arnedo Herrero 

 

Objeto: Función Pública 

 

Demandante: Sociedad Española de Psicología Clínica 

Abogado: Dña  

Procuradora: D.  

 

Demandante: Asociación de Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-
Osasunbidea  

Abogado: D  

Procuradora: Dñ  

 

Demandado: Gobierno de Navarra 

Defensa: Asesor Jurídico-Letrada de la Comunidad Foral de Navarra 
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ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- El día 13 de marzo de 2.025 se interpuso por el Procurador de los 
Tribunales, Sr. , actuando en nombre y representación de la 
Sociedad Española de Psicología Clínica, recurso contencioso administrativo 
contra la Orden Foral 2E/2025, de 10 de enero, del Consejero de Salud, por la que 
se resuelven los recursos de alzada acumulados interpuestos por don  

, en nombre y representación de la Sociedad Española de Psicología Clínica-
ANPIR, y por don , en nombre y representación de la 
Asociación de Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-Osasunbidea, 
frente a la Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, del Director de Profesionales 
del SNS-O, por la que se procede a la apertura de las listas de Psicólogo E.A.P. 
para la contratación temporal en el Servicio Navarro de Salud. En el suplico de la 
demanda interesó que se dictara sentencia por la que se estime el recurso, se 
declare que la Orden Foral 2E/2025 y la Resolución 1353E/2024 incurren en causa 
de nulidad y, subsidiariamente, de anulabilidad, con imposición de costas. 

SEGUNDO: El día 14 de marzo de 2.025 se interpuso por la Procuradora de los 
Tribunales, Sra.  actuando en nombre y representación de la 
Asociación de Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-Osasunbidea, 
recurso contencioso administrativo contra la Orden Foral 2E/2025, de 10 de enero, 
del Consejero de Salud, por la que se resuelven los recursos de alzada acumulados 
interpuestos por don , en nombre y representación de la Sociedad 
Española de Psicología Clínica-ANPIR, y por don  
en nombre y representación de la Asociación de Psicólogos y Psicólogas 
Especialistas en Clínica-Osasunbidea, frente a la Resolución 1353E/2024, de 28 de 
mayo, del Director de Profesionales del SNS-O, por la que se procede a la apertura 
de las listas de Psicólogo E.A.P. para la contratación temporal en el Servicio 
Navarro de Salud. En el suplico de la demanda interesó que se dictara sentencia por 
la que se estimara el recurso contencioso-administrativo, se anulara y revocara la 
Orden  Foral 2E/2025, de 10 de enero, del Consejero de Salud, en el sentido de 
estimar el  recurso de alzada interpuesto por dicha Asociación frente a la 
Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, se anulara el párrafo segundo del apartado 
primero de la citada Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, del Director de 
Profesionales del Servicio Navarro de Salud, a cuyo tenor se declara respecto de 
los puestos de Psicólogo de Equipo de Atención Primaria que: “Los profesionales 
serán contratados para realizar las funciones de detección, abordaje, valoración y 
establecimiento de planes de atención individual de personas con sufrimiento 
emocional o riesgo psicosocial, relacionado con el malestar de la vida cotidiana, de 
personas que no son subsidiarias de ser atendidas en el ámbito especializado de 
Salud Mental.”, se condenara al SNS-O a estar y pasar por las declaraciones 
anteriores, con condena en costas. 

TERCERO: Mediante auto de 22 de mayo de 2.025 se acordó acumular al 
presente procedimiento el recurso contencioso interpuesto por la representación 
procesal de la Asociación de Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica- 
Osasunbidea, contra la misma Orden Foral 2E/2025, de 10 de enero, del Consejero 
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de Salud, y que había dado lugar al PAB 69/2025, seguido ante este mismo 
Juzgado.  

CUARTO: Por decreto de 4 de junio de 2.025 se admitió a trámite la demanda, 
dándose traslado a la parte demandada, acordándose recabar el expediente 
administrativo y emplazando a las partes para la celebración de juicio oral en el día 
28 de octubre de 2.025. 

QUINTO.- En el día indicado se celebró la vista oral, en la que la parte 
demandante ratificó su demanda y la parte demandada contestó oponiéndose y 
solicitando su desestimación. Se fijó la cuantía del procedimiento en 
indeterminada. A continuación, las partes propusieron prueba documental, que 
quedó admitida. Finalmente, las partes formularon unas breves conclusiones y con 
todo ello quedaron los autos vistos para dictar sentencia 

    

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- En el presente procedimiento es objeto de impugnación la Orden 
Foral 2E/2025, de 10 de enero, del Consejero de Salud, por la que se resuelven los 
recursos de alzada acumulados interpuestos por do  en nombre 
y representación de la Sociedad Española de Psicología Clínica-ANPIR, y por don 

, en nombre y representación de la Asociación de 
Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-Osasunbidea, frente a la 
Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, del Director de Profesionales del SNS-O, 
por la que se procede a la apertura de las listas de Psicólogo E.A.P. para la 
contratación temporal en el Servicio Navarro de Salud. 

La Sociedad Española de Psicología Clínica (en adelante, ANPIR), se alza contra la 
Orden Foral que confirma la apertura de las listas de Psicólogo E.A.P. para la 
contratación temporal en el SNS-O, en la que se exige a los aspirantes la titulación 
de Licenciatura o Grado en Psicológica junto con el Máster de Psicología General 
Sanitaria o, en su defecto, la habilitación oficial para realizar actividades sanitarias. 
Defiende dicha Asociación que en los centros sanitarios públicos y concertados 
solo pueden ejercer los Psicólogos clínicos, mientras que aquellos que ostentan el 
grado en Psicología y que han obtenido el Master en Piscología General Sanitaria, 
están habilitados para ejercer en el ámbito sanitario privado.  

Añade que los servicios que pretende dar el SNS-O mediante los psicólogos 
generales sanitarios entran en el ámbito de la DA 7ª de la Ley 33/2011, de 4 de 
octubre, la cual dispone que los psicólogos que desarrollen su actividad en el SNS-
O deberán estar en posesión del título oficial de Psicólogo Especialista en 
Psicología Clínica para hacer efectivas las prestaciones sanitarias derivadas de la 
cartera de servicios comunes. 

Se alza, en concreto, contra la Orden Foral porque a su entender , aun cuando la 
Resolución 1353E/2024 prohíbe expresamente a los psicólogos EAP ejercer 
funciones propias de los psicólogos clínicos, dicha resolución asigna a los 
Psicólogos generales sanitarios funciones que coinciden con las que ejerce un 
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psicólogo clínico, y a la vez, les prohíbe que ejerzan tareas propias de psicólogo 
clínico o de un psiquiatra, obligando a que deriven los pacientes a estos 
profesionales, cuando se requiera una atención especializada de los mismos. 
Entiende que ello induce a confusión sobre cuáles son exactamente las funciones 
que se asignan a los psicólogos generales sanitarios, sobre todo porque, si éstos 
ejercen funciones propias de la psicología en el SNS-O, y desarrollan servicios de 
la cartera de servicios comunes, tales funciones solo las podrían desempeñar los 
psicólogos clínicos, porqué existe una reserva legal a favor de este colectivo. 

Apunta, a diferencia de lo sostenido en La Orden Foral, que la Comunidad FORAL 
DE Navarra no está mejorando la legislación básica, representada por la 
Disposición Adicional 7ª de la Ley General de Sanidad, sino que las está 
contraviniendo, ya que si el Estado, en el ejercicio de sus competencias, estableció 
que los psicólogos que trabajen en el Sistema Nacional de Salud o concertados con 
él para hacer efectivas las prestaciones sanitarias deberán ser psicólogos clínicos, 
no se entiende en qué mejora lo anterior la sustitución de los psicólogos clínicos 
por Psicólogos generales sanitarios. 

En último lugar, rechaza la alegación de que la Comunidad Foral esté trabajando en 
la creación de una cartera de servicios complementaria denominada PsiCAP de 
psicología de Atención Primaria, por cuanto ello, además de tener que estar 
aprobado por la Comunidad Foral –requisito que no concurre-, requeriría la 
consiguiente financiación, añadiendo, que, en caso de que se aprobara, no se 
trataría de un servicio complementario, sino de un servicio común.  

Por su parte, la Asociación de Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-
Osasunbidea interesa, concretamente, la anulación del párrafo segundo de dicha 
Orden Foral, en el que se describen las funciones que se atribuyen a dicho puesto y 
para cuyo ejercicio se exige estar en posesión de la Licenciatura o Grado en 
Psicología y, además, el Master Universitario en Psicología General Sanitaria o, en 
su defecto, disponer de la habilitación oficial para realizar actividades sanitarias. 

A su entender, dicha resolución, así con la relación de funciones que contiene 
infringe la Disposición Adicional séptima de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, 
General de Salud Pública, la cual reserva a la especialidad de Psicólogo Clínico 
aquellas funciones correspondientes a las prestaciones de la cartera de servicios 
comunes del Sistema Nacional de Salud. 

De dicha disposición colige dicha Asociación que la categoría de Psicólogo 
General Sanitario que crea no se configura como una especialidad sanitaria, y 
además, el referido texto exige estar en posesión del título de especialista en 
Psicología Clínica para desempeñar las atribuciones profesionales que comportan 
la prestación de los servicios incluidos en la cartera de servicios comunes del 
Sistema Nacional de Salud, previsión que, insiste, vulnera la Resolución que 
confirma la Orden Foral impugnada. 

Aun cuando admite que el Psicólogo General Sanitario realice ciertas funciones 
con un contenido de carácter sanitario, de ello no puede deducirse la habilitación de 
esa nueva categoría profesional para realizar cualquier intervención que implique la 
asistencia o a pacientes en los centros públicos o concertados del Sistema Nacional 
de Salud, ya que ello solo podrán realizarlo los Psicólogos clínicos.  

D
oc

.g
ar

an
tiz

ad
o

co
n

fir
m

a
el

ec
tr.

U
R

L
ve

rif
ic

ac
ió

n:
ht

tp
s:

//a
dm

in
is

tra
ci

on
el

ec
tro

ni
ca

.n
av

ar
ra

.e
s/

S
C

D
D

_W
eb

/In
de

x.
ht

m
l

Fe
ch

a:
 1

0/
12

/2
02

5 
09

:1
6

C
S

V
: 3

12
01

45
00

1-
a8

7b
f3

ae
5f

4f
0c

33
2a

39
c0

48
16

e0
81

f4
9e

cf
A

Q
==

Fi
rm

ad
o

po
r:

M
A

R
TA

A
R

N
E

D
O

H
E

R
R

E
R

O



 

5 

Denuncia que las funciones que se encomiendan en la Resolución recurrida al 
Psicólogo General Sanitario se corresponden con las que el sistema sanitario 
público presta conforme a la cartera común de servicios, enfatizando la 
irregularidad de que dicha atribución se efectúa mediante un acto administrativo, y 
no, a través de una norma, como exige la ley 44/2003.  

Indica que resulta irrelevante la mención que contiene la Orden Foral en virtud de 
la cual los psicólogos generales sanitarios no podrían ejercer las funciones de los 
psicólogos clínicos, o psiquiatras, por cuanto, con carácter previo, se les ha 
atribuido la relación de idénticas funciones de las encomendadas a dichos 
profesionales, con infracción de la correspondiente reserva legal prevista en la 
Disposición Adicional 7ª de la Ley 33/2011. 

Además de rechazar los argumentos contenidos en la Orden Foral, discrepa de que 
la incorporación en el ámbito del SNS-O de los Psicólogos Generales Sanitarios 
constituya una mejora respecto al mínimo establecido en la cartera de servicios 
comunes del Sistema Nacional de Salud, para lo que estaría habilitada la 
Comunidad Foral de Navarra al amparo de la competencia que asume la misma 
para el desarrollo de las bases en materia de sanidad interior. La cartera de 
servicios comunes del Sistema Nacional de Salud no constituye un marco 
normativo de carácter mínimo respecto a los recursos materiales o medios 
personales que los Servicios de Salud de las Comunidades Autónomas puedan 
dedicar a la dispensación de las prestaciones contenidas en ella, sino que la 
naturaleza mínima se predica tan sólo respecto de las prestaciones en sí. 

En último lugar niega virtualidad al argumento manejando en la Orden Foral en 
virtud del cual se pretende incardinar la intervención atribuida a los psicólogos 
generales sanitarios en el marco del Programa PsicAP, con el fin de atender los 
trastornos emocionales, de ansiedad, del estado de ánimo y somatizaciones, puesto 
que, según relata en su demanda, el programa PsicAP, desde su propia definición 
inicial, se incorpora al ámbito de la Atención Primaria del organismo autónomo 
como labor propia de los Psicólogos Clínicos , integrando su realización el 
contenido de la reserva que a su favor establece la DA 7ª de la ley General de Salud 
Pública.  

Gobierno de Navarra interesó el dictado de una sentencia desestimatoria, 
remitiéndose al contenido de la Orden Foral impugnada, al recordar que la 
convocatoria en cuestión se basa en el Decreto Foral 47/2024, de 30 de abril, que 
ha sido confirmado por la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de 
Navarra, en sentencia de 6 de junio d e2.025, al desestimar el recurso contencioso 
administrativo interpuesto por la Sociedad Española de Psicología Clínica, 
considerando que el sentido de dicha sentencia debe vincular a esta juzgadora, al 
resolverse idéntica cuestión a la planteada en la presente Litis.  

Alude al principio de transversalidad en el ejercicio por los facultativos de 
las funciones sanitarias, se insiste en que no existe reserva lega por la que solo 
puedan ejercer funciones en centros públicos los psicólogos clínicos, siempre y 
cuando no ejerzan funciones de psicólogos clínicos, puesto que tienen asignadas 
distintas atribuciones y responsabilidades.  

Hizo alusión a diversas sentencias que se han dictado sobre el particular 
(por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº2 de Logroño y por el Juzgado 
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de lo Contencioso Administrativo 2 de Pamplona, rechazando su aplicabilidad al 
presente supuesto por no ser términos de comparación, al analizar supuestos 
distintos, o no entrar en la cuestión de fondo, en el último caso. 

SEGUNDO.- Expuestas las posiciones procesales de la partes, procede abordar el 
examen de la cuestión controvertida, que tiene carácter eminentemente jurídico, y 
se residencia en determinar, sustancialmente, la legalidad de la Orden Foral 2/2025, 
de 10 de enero, del Consejero de Salud, por la que se resuelven los recursos de 
alzada acumulados interpuestos por don  en nombre y 
representación de la Sociedad Española de Psicología Clínica-ANPIR, y por don 

 en nombre y representación de la Asociación de 
Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica-Osasunbidea, frente a la 
Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, del Director de Profesionales del SNS-O, 
por la que se procede a la apertura de las listas de Psicólogo E.A.P. para la 
contratación temporal en el Servicio Navarro de Salud. 

En la Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, se acordaba  

“1º. Abrir las listas de Psicólogo E.A.P para la contratación temporal en el 
Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea, tanto para larga como para corta 
duración. 

Los profesionales serán contratados para realizar las funciones de detección, 
abordaje, valoración y establecimiento de planes de atención individual de 
personas con sufrimiento emocional o riesgo psicosocial, relacionado con el 
malestar de la vida cotidiana, de personas que no son subsidiarias de ser 
atendidas en el ámbito especializado de Salud Mental. 

En ningún caso se realizarán tareas propias de psicólogo clínico o psiquiatra, 
debiendo derivar a dichos profesionales cuando requieran una atención 
especializada por parte de los mismos. 

2º. La titulación exigida para poder figurar en las listas de Psicólogo E.A.P es la 
de Licenciatura o Grado en Psicología y además el Master Universitario en 
Psicología General Sanitaria o, en defecto del master, disponer de la habilitación 
oficial para realizar actividades sanitarias. (…)” 

Se ha puesto de manifiesto por las partes en el acto de la vista una cuestión nueva, 
consistente en el dictado, por la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de 
Navarra, de la sentencia de 6 de junio de 2.025, por la que se desestima el recurso 
interpuesto por la Sociedad Española de Psicología Clínica contra el Decreto Foral 
47/2024, de 30 de abril, por el que se modifica la plantilla orgánica de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos autónomos, y 
mediante el que se acuerda la creación, en lo que aquí interesa, en el SNS-O, del 
puesto de trabajo de psicólogo E.A.P. nivel A.  

Pues bien, en la referida sentencia se analiza el recurso desde la perspectiva de la 
potestad de autoorganizaicón de la Administración en la regulación de las plantillas 
orgánicas (con cita, y asunción, de sentencia anteriores dictadas por la propia Sala 
de lo Contencioso sobre el particular), examinando, bajo dicha perspectiva, la 
suficiencia de la motivación y justificación de dicha modificación. 
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Se hace referencia también a la invocada Disposición Adicional 7ª de la Ley 
33/2011, de 4 de octubre, de Salud Púbica, que establece que: 

1. Tendrá la consideración de profesión sanitaria titulada y regulada con la 
denominación de Psicólogo General Sanitario de nivel licenciado/graduado, en los 
términos previstos en el artículo 2 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
Ordenación de las Profesiones Sanitarias, los licenciados/graduados en Psicología 
cuando desarrollen su actividad profesional por cuenta propia o ajena en el sector 
sanitario, siempre que, además del mencionado título universitario ostenten el 
título oficial de Máster en Psicología General Sanitaria, cuyos planes de estudio se 
ajustarán, cualquiera que sea la universidad que los imparta, a las condiciones 
generales que establezca el Gobierno al amparo de lo previsto en el artículo 15.4 
del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la 
ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 6.4 de la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, corresponde al Psicólogo General Sanitario, la realización de 
investigaciones, evaluaciones e intervenciones psicológicas sobre aquellos 
aspectos del comportamiento y la actividad de las personas que influyen en la 
promoción y mejora del estado general de su salud, siempre que dichas actividades 
no requieran una atención especializada por parte de otros profesionales 
sanitarios. 

… 

4. Los psicólogos que desarrollen su actividad en centros, establecimientos y 
servicios del Sistema Nacional de Salud o concertados con él, para hacer efectivas 
las prestaciones sanitarias derivadas de la cartera de servicios comunes del mismo 
que correspondan a dichos profesionales, deberán estar en posesión del título 
oficial de Psicólogo Especialista en Psicología Clínica al que se refiere el 
apartado 3 del anexo I del Real Decreto 183/2008, de 8 de febrero, por el que se 
determinan y clasifican las especialidades en Ciencias de la Salud y se desarrollan 
determinados aspectos del sistema de formación sanitaria especializada. 

Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de las 
competencias de otros especialistas sanitarios y, en su caso, del carácter 
multiprofesional de los correspondientes equipos de trabajo en el ámbito de la 
salud mental. 

Pues bien, tras las referencias jurisprudenciales y la cita del marco legal aplicable, 
en el fundamento jurídico quinto, dicha sentencia expresamente señala, en lo que 
aquí interesa, que: 

“los informes administrativos se centran en destacar las funciones que han de 
llevar a cabo los Psicólogos de EAP y en el hecho de que las mismas son distintas 
a las de los Psicólogos Clínicos Igualmente, hemos de incidir en que las 
descripciones de los puestos de psicólogo de EAP son distintas a las de Psicólogos 
clínicos, como lo es también su remuneración. También se hace referencia a la 
normativa de aplicación, que determina que los Psicólogos con Máster 
Universitario en Piscología General Sanitaria son personal sanitario, de tal 
manera que las exigencias de titulación no vienen restringidas a los Psicólogo 
clínicos, sino que, por el contrario, los Psicólogos con el Máster universitario 
pueden ejercer en el ámbito sanitario público “sin perjuicio de las competencias 
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de otros especialistas sanitarios, y en su caso, del carácter multiprofesional de los 
correspondientes equipos de trabajo en el ámbito de la salud mental”, según reza 
la Disposición Transitoria 7ª de la Ley 33/2011. Ello es así, además de lo dicho 
hasta ahora, porque se trata de un puesto de trabajo que complementa la cartera 
de servicios con competencia distintas y compatibles, de tal manera que, en 
aplicación de la antedicha doctrina, no cabe limitar a una concreta rama de la 
psicología el ejercicio de tales competencias”. 

Dicha sentencia, como indicó la parte recurrente, y acreditó documentalmente, no 
es firme, en la medida en que ha sido recurrida en casación por representación 
procesal de la Sociedad Española de Piscología clínica, habiendo dictado la Sala de 
lo Contencioso Admisntirativo del TSJ de Navarra, auto de 6 de septiembre de 
2.025, teniendo por preparado dicho recurso. 

TERCERO: Expuesto este antecedente fáctico-jurídico sobrevenido a la 
interposición de la demanda, esta juzgadora considera que la indicada sentencia del 
TSJ de Navarra no constituye un antecedente lógico que deba vincularme a la hora 
de resolver el presente procedimiento, y ello, por un lado, por no ser firme, y por 
otro, por examinarse en dicha sentencia la adecuación a Derecho del Decreto Foral 
47/2024, en base al que se crea la plaza en el SNS-O, del puesto de trabajo de 
psicólogo E.A.P. nivel A, desde la perspectiva de la potestad de autoorganización 
de la Administración Pública y la motivación de la modificación de la plantilla 
orgánica, sin que, por tanto, se analicen suficientemente las cuestiones que integran 
el objeto del presente recurso contencioso administrativo. 

En efecto, el objeto que nos concierne se circunscribe a determinar, 
sustancialmente, si los psicólogos con máster en Psicología General Sanitaria 
pueden ejercer funciones propias de la cartera de servicios comunes del Sistema 
Nacional de Salud, y formar parte del SNS-O. 

Hay que precisar, para un adecuado entendimiento y tratamiento de la cuestión, que 
según la Disposición Adicional 7º de la Ley 33/2011, corresponde al Psicólogo 
General Sanitario, la realización de investigaciones, evaluaciones e intervenciones 
psicológicas sobre aquellos aspectos del comportamiento y la actividad de las 
personas que influyen en la promoción y mejora del estado general de su salud, 
siempre que dichas actividades no requieran una atención especializada por parte 
de otros profesionales sanitarios. Es decir, se le atribuye un carácter limitado a su 
intervención profesional –puesto que, por ejemplo, no pueden atender trastornos o 
patologías-, aspecto sobre el que ahondaremos más adelante. 

Pues bien, la transcrita Disposición Adicional 7ª de la Ley 33/2011, General de 
Salud pública exige al Psicólogo General Sanitario estar en posesión del título de 
especialista en Psicología Clínica para poder desempeñar las atribuciones 
profesionales que comportan la prestación de los servicios incluidos en la cartera 
de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, o lo que es lo mismo, a juicio 
de esta juzgadora, configura dicha Disposición Adicional una reserva de funciones 
a favor de los Psicólogos clínicos, a diferencia de lo sostenido en la Orden Foral 
impugnada. 

Ello debe ponerse en relación con la previsión contenida en el artículo 16.3 de la 
Ley de Ordenación de las Profesiones Sanitarias, que establece la necesidad de 
reservar el ejercicio de funciones propias del especialista en Ciencias de la Salud a 
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quien se encuentre en posesión de la titulación respectiva; condición que no puede 
predicarse, por todo cuanto antecede, del Psicólogo General Sanitario.  

Las motivaciones que contiene la Orden Foral para justificar la desestimación de 
los recursos de alzada interpuestos contra la Resolución 1353E/2024, de 28 de 
mayo, del Director de Profesionales del SNS-O, por la que se procede a la apertura 
de las listas de Psicólogo E.A.P. para la contratación temporal en el SNS-O, no 
pueden merecer favorable acogimiento.  

En primer lugar, señala la Orden Foral que dicha Resolución atribuye a los 
Psicólogos Generales Sanitarios el ejercicio de funciones tales como “detección, 
abordaje, valoración y establecimiento de planes de atención individual de 
personas con sufrimiento emocional o riesgo psicosocial, relacionado con el 
malestar de la vida cotidiana, de personas que no son subsidiarias de ser 
atendidas en el ámbito especializado de Salud Mental”, funciones que 
corresponden al Psicólogo General Sanitario, de conformidad con lo previsto en la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de 
Salud Pública, en relación con lo dispuesto en el artículo 6.4 de la Ley 44/2003, de 
21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias.  

En dicha Disposición Adicional, reitero, se indica que cuando una actividad sea 
declarada formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada, con nivel de 
Licenciado en la correspondiente norma se enunciarán las funciones que 
correspondan a la misma dentro del marco previsto en el apartado 1 del mismo 
artículo, exigencia a la que no se ha dado cumplimento en el caso que nos ocupa, 
por cuanto, como estamos analizando, las funciones que corresponden a los 
psicólogos generales sanitarios se establecen en la Resolución 1353E/2024 de 28 
de mayo.  

El hecho de que tales funciones, además de una enumeración positiva, contengan 
una delimitación negativa con la salvedad consistente en que “en ningún caso se 
realizarán tareas propias de psicólogo clínico o psiquiatra, debiendo derivar a 
dichos profesionales cuando requieran una atención especializada por parte de los 
mismos” no puede tener virtualidad alguna, por cuanto, más allá de la concreta 
denominación o formulación empleada, una mera lectura de las funciones que la 
Orden SAS/1620/2009, de 2 de junio, que aprueba el programa formativo de la 
especialidad de psicología clínica atribuye a los mismos revela la similitud entre 
ambas (extremo que es llamativamente admitido por la Orden Foral recurrida). 

En efecto, señala la misma que el especialista en psicología clínica es competente 
para asumir y desempeñar las siguientes funciones en los ámbitos que se indican: 

4.1. En el ámbito clínico-asistencial de promoción, prevención, evaluación, 
diagnóstico y tratamiento: 

a) Identificar y evaluar los factores psicosociales de riesgo para la salud mental y 
la salud en general. 

b) Identificar los trastornos y enfermedades mentales, así como cualesquiera otros 
problemas, enfermedades, o disfunciones, que inciden en la salud mental y física 
de las personas. 
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c) Realizar el diagnóstico de los trastornos mentales, según las clasificaciones 
internacionales, y establecer diagnósticos diferenciales, recurriendo para todo ello 
a los procedimientos de evaluación y diagnóstico psicológicos pertinentes y 
suficientemente contrastados. 

d) Establecer previsiones sobre la evolución de los problemas identificados y de 
los factores relacionados, así como de sus posibilidades de modificación. 

e) Elaborar una programación y evaluación adecuadas de las intervenciones 
asistenciales, de prevención y promoción necesarias para el restablecimiento o, en 
su caso, la mejora de la salud y el bienestar. 

f) Diseñar y aplicar programas de intervención y tratamiento específicos, mediante 
las técnicas y procedimientos psicoterapéuticos pertinentes y suficientemente 
contrastados. 

g) Realizar actividades de asesoramiento, interconsulta y enlace con otros 
profesionales y servicios y formar parte de equipos con profesionales de la 
medicina de diferentes especialidades. 

h) Manejar situaciones de urgencia. 

i) Diseñar y aplicar las intervenciones psicológicas necesarias en los procesos 
asistenciales de las enfermedades físicas. 

j) Identificar e intervenir en situaciones de crisis individuales, familiares y 
comunitaria. 

En efecto, se observa cómo las funciones que la Resolución confirmada por la 
Orden Foral hoy recurrida atribuye a los psicólogos generales sanitarios coinciden 
sustancialmente, más allá, insisto, de la concreta terminología empleada, con las 
que tienen encomendadas los psicólogos clínicos, lo que relega la delimitación 
negativa contenida en la Orden Foral a un mero formalismo, con escasa virtualidad 
práctica. 

Ello debe relacionarse, necesariamente, con el hecho de que las funciones 
atribuidas al Psicólogo General Sanitario están encuadradas en el catálogo de 
servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, aprobado por el Real Decreto 
1030/2006, de 15 de septiembre, en cuyo Anexo II se contiene la cartera de 
servicios comunes propia del ámbito de la Atención Primaria, respecto de la cual 
merece destacar: 

“2. Indicación o prescripción y realización, en su caso, de procedimientos 
diagnósticos y terapéuticos 

Comprende los siguientes procedimientos diagnósticos y terapéuticos accesibles en 
el nivel de atención primaria: 

2.1 Procedimientos diagnósticos. 

2.1.1 Procedimientos diagnósticos básicos realizados en atención primaria, 
incluyendo entre otros: 
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h) Tests psicoafectivos y sociales, de morbilidad y de calidad de vida. 

3. Actividades en materia de prevención, promoción de la salud, atención familiar 
y atención comunitaria 

Comprende las actividades de promoción de la salud, educación sanitaria y 
prevención de la enfermedad que se realizan en el nivel de atención primaria, 
dirigidas al individuo, la familia y la comunidad, en coordinación con otros niveles 
o sectores implicados. 

Las actividades de prevención y promoción de la salud se prestan, tanto en el 
centro sanitario como en el ámbito domiciliario o comunitario, dentro de los 
programas establecidos por cada servicio de salud, en relación con las 
necesidades de salud de la población de su ámbito geográfico. 

(…) 

3.2 Atención familiar: Comprende la atención individual considerando el contexto 
familiar de los pacientes con problemas en los que se sospecha un componente 
familiar. Incluye la identificación de la estructura familiar, la etapa del ciclo vital 
familiar, los acontecimientos vitales estresantes, los sistemas de interacción en la 
familia y la detección de la disfunción familiar. 

3.3 Atención comunitaria: Conjunto de actuaciones con participación de la 
comunidad, orientadas a la detección y priorización de sus necesidades y 
problemas de salud, identificando los recursos comunitarios disponibles, 
priorizando las intervenciones y elaborando programas orientados a mejorar la 
salud de la comunidad, en coordinación con otros dispositivos sociales y 
educativos. (…) 

8. Atención a la salud mental en coordinación con los servicios de atención 
especializada Incluye: 

8.1 Actividades de prevención y promoción, consejo y apoyo para el 
mantenimiento de la salud mental en las distintas etapas del ciclo vital. 

8.2 Detección, diagnóstico y tratamiento de trastornos adaptativos, por ansiedad y 
depresivos, con derivación a los servicios de salud mental en caso de quedar 
superada la capacidad de resolución del nivel de atención primaria. 

8.3 Detección de conductas adictivas, de trastornos del comportamiento y de otros 
trastornos mentales y de reagudizaciones en trastornos ya conocidos, y, en su caso, 
su derivación a los servicios de salud mental. 

8.4 Detección de psicopatologías de la infancia/adolescencia, incluidos los 
trastornos de conducta en general y alimentaria en particular, y derivación en su 
caso al servicio especializado correspondiente. 

8.5 Seguimiento de forma coordinada con los servicios de salud mental y servicios 
sociales de las personas con trastorno mental grave y prolongado 
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Atención a la salud mental en coordinación con los servicios de atención 
especializada”: 

Incluye: 

8.1 Actividades de prevención y promoción, consejo y apoyo para el 
mantenimiento de la salud mental en las distintas etapas del ciclo vital. 

8.2 Detección, diagnóstico y tratamiento de trastornos adaptativos, por ansiedad y 
depresivos, con derivación a los servicios de salud mental en caso de quedar 
superada la capacidad de resolución del nivel de atención primaria. 

8.3 Detección de conductas adictivas, de trastornos del comportamiento y de otros 
trastornos mentales y de reagudizaciones en trastornos ya conocidos, y, en su caso, 
su derivación a los servicios de salud mental. 

8.4 Detección de psicopatologías de la infancia/adolescencia, incluidos los 
trastornos de conducta en general y alimentaria en particular, y derivación en su 
caso al servicio especializado correspondiente. 

8.5 Seguimiento de forma coordinada con los servicios de salud mental y servicios¡ 
sociales de las personas con trastorno mental grave y prolongado. 

Tal similitud o identidad viene corroborada por la propia contestación que el SNS-
O remitía a la Asociación de Psicólogos y Psicólogas el día 6 de junio de 2.023, a 
la solicitud de información relativa a la contratación de tales Psicólogos en 
Atención Primaria del SNS-O, indicando expresamente que: 

 Las funciones y tareas son las correspondientes a los profesionales de psicología 
de acuerdo con la siguiente cartera de servicios: 

Evaluación psicológica en población infantil y adultos 

Intervenciones psicológicas en formato individual, en población infantojuvenil y 
adulta focalizadas en modelos de resolución de problemas y afrontamiento 

Intervenciones grupales en población infantojuvenil y adulta basadas en modelos 
transdiganostícos 

Intervenciones familiares 

Intervenciones comunitarias colaborando en programas de prevención del 
trastorno mental y promoción de la salud 

Al respecto la propia Orden Foral impugnada, como ya hemos indicado, admite 
que parte de las funciones que pueden hacer los psicólogos clínicos pueden 
hacerlas también los psicólogos generales sanitarios, manifestación que no 
encuentra acomodo en la reserva legal de funciones a favor de los psicólogos 
clínicos que acuerda la Disposición Adicional 7ª de la Ley 33/2011 (salvo que se 
refiera al ejercicio de funciones en centros sanitarios privados o en relación con 
atenciones no incluidos en la cartera de servicios comunes del SNS-O, ámbitos 
ambos, que quedan extramuros del relativo al presente recurso), y tampoco sería 
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compatible con la delimitación negativa de funciones que prevé la propia 
Resolución confirmada por la Orden Foral.  

En último lugar, tampoco podría prosperar la previsión pretendidamente 
justificativa contenida en la misma consistente en que la incorporación de los 
profesionales en cuestión, Psicólogos Generales Sanitarios en el sistema sanitario 
publico constituye una mejora respecto al mínimo que marca la cartera de servicios 
comunes del Sistema Nacional de Salud.  

En efecto, se indica en la Orden Foral que “en Navarra, como en el resto de 
España, como parte de la cartera de servicios comunes debe haber como mínimo 
profesionales en posesión del título oficial de Psicólogo Especialista en Psicología 
Clínica, no implica que la Comunidad Foral, conforme a sus competencias de 
gestión, no pueda organizar el servicio contando con otros profesionales 
sanitarios, siempre que las funciones de estos otros estén en el marco de sus 
competencias, cosa que, como ha quedado apuntado y recoge el apartado 1 de la 
DA 7ª de la Ley 30/2011, ya sucede”.  

No comparte esta juzgadora el enfoque con que la Orden Foral trata la cuestión 
relativa al desarrollo de la legislación básica estatal, puesto que, correctamente 
identificada ésta como la Disposición Adicional 7ª de la Ley 33/2011, de 4 de 
octubre, hay que recordar que la misma señala: 

4. Los psicólogos que desarrollen su actividad en centros, establecimientos y 
servicios del Sistema Nacional de Salud o concertados con él, para hacer efectivas 
las prestaciones sanitarias derivadas de la cartera de servicios comunes del mismo 
que correspondan a dichos profesionales, deberán estar en posesión del título 
oficial de Psicólogo Especialista en Psicología Clínica al que se refiere el 
apartado 3 del anexo I del Real Decreto 183/2008, de 8 de febrero, por el que se 
determinan y clasifican las especialidades en Ciencias de la Salud y se desarrollan 
determinados aspectos del sistema de formación sanitaria especializada. 

Pues bien, dicha legislación básica no permite que las prestaciones que integran la 
cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud puedan, en los centros 
públicos o concertados, ser prestadas por profesionales que no sean Psicólogos 
especialistas en Psicología Clínica,  de manera que el eventual desarrollo o mejora 
de dicha legislación básica no puede llevarse a cabo por la Administración 
demandada mediante la integración de profesionales distintos a aquellos a los que 
legalmente se les atribuyen tales prestaciones sanitarias, siendo éstas las únicas que 
podrían ser objeto de mejora, mediante la incorporación de nuevas técnicas, 
tratamientos, etc.  Es decir, la mejora o desarrollo puede alcanzar un contenido 
objetivo o material, pero no extenderse a la perspectiva subjetiva del concreto 
profesional que debe llevar a cabo las prestaciones sanitarias. 

La Orden Foral hoy recurrida supone apartarse del propio criterio asumido por 
Gobierno de Navarra, fijado al estimar el recurso de alzada interpuesto por ANPIR, 
frente a la Resolución 2349E/2023, por la que se procedió a la apertura de las listas 
de psicólogos para la contratación temporal en el SNS-O, en las cuales, la titulación 
exigida para formar parte de las listas era la licenciatura o el grado en Psicología 
junto con el Máster Universitario en Psicología General Sanitaria o, en defecto de 
este Máster, disponer de la habilitación oficial para realizar actividades sanitarias. 
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Pues bien, como digo, recurrida en alzada dicha Resolución por ANPIR, e 
impugnado en vía jurisdiccional su desestimación presunta, el consejero de Salud 
dictó la Orden Foral 94E/2024, de 19 de marzo, por la que estimó el recurso de 
alzada, estableciendo que “de conformidad con la normativa vigente, la única 
titulación que habilita para el ejercicio de la profesión de psicólogo en el ámbito 
del sistema público de salud o concertado con él, y en concreto, para hacer 
efectivas las prestaciones sanitarias derivadas de la cartera de servicios comunes 
del mismo que correspondan a dichos profesionales, es la especialidad de 
Psicólogo Clínico”. 

En atención a todo cuanto antecede, y acogiendo el planteamiento impugnatorio de 
las partes recurrentes, sin necesidad de analizar la totalidad de motivos en que se 
fundamenta el mismo, procede estimar el presente recurso contencioso 
adminsitrativo y anular la Orden Foral impugnada . 

TERCERO.- En cuanto al pago de las costas procesales el art. 139.1 de la LJCA 
determina que se impondrán a la parte que haya visto rechazadas todas sus 
pretensiones, por lo que en este caso se impondrán a la parte demandada al resultar 
estimada la demanda interpuesta. 

 
 

FALLO 
 
 
 

ESTIMAR el recurso contencioso administrativo interpuesto por el Procurador de 
los Tribunales, Sr. Quemada Cuatrecasas, actuando en nombre y representación de 
la Sociedad Española de Psicología Clínica, y por la Procuradora de los Tribunales, 
Sr.a , actuando en nombre y representación de Asociación de 
Psicólogos y Psicólogas Especialistas en Clínica contra la Orden Foral 2E/2025, de 
10 de enero, del Consejero de Salud, por la que se resuelven los recursos de alzada 
acumulados interpuestos por don  en nombre y representación 
de la Sociedad Española de Psicología Clínica-ANPIR, y por don  

 en nombre y representación de la Asociación de Psicólogos 
y Psicólogas Especialistas en Clínica-Osasunbidea, frente a la Resolución 
1353E/2024, de 28 de mayo, del Director de Profesionales del SNS-O, por la que 
se procede a la apertura de las listas de Psicólogo E.A.P. para la contratación 
temporal en el Servicio Navarro de Salud, y en consecuencia, ANULAR la Orden  
Foral 2E/2025, de 10 de enero, del Consejero de Salud, ANULAR el párrafo 
segundo del apartado primero de la citada Resolución 1353E/2024, de 28 de mayo, 
del Director de Profesionales del Servicio Navarro de Salud y CONDENAR, al 
SNS-O a estar y pasar por las declaraciones anteriores. 

Todo ello, con imposición de costas a la parte demandada. 

Notifíquese esta sentencia a las partes, haciéndoles saber que conforme al art. 81.1 
a) de la LJCA contra la misma cabe recurso de apelación ante la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra que, en 
su caso, deberá interponerse ante este mismo Juzgado dentro de los quince días 
siguientes al de la notificación de esta resolución. 
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Llévese el original al libro de sentencias. 

Por esta mi sentencia, de la que se expedirá testimonio para incorporarlo a las 
actuaciones, lo pronuncio, mando y firmo 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales incluidos en 
esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 
 

D
oc

.g
ar

an
tiz

ad
o

co
n

fir
m

a
el

ec
tr.

U
R

L
ve

rif
ic

ac
ió

n:
ht

tp
s:

//a
dm

in
is

tra
ci

on
el

ec
tro

ni
ca

.n
av

ar
ra

.e
s/

S
C

D
D

_W
eb

/In
de

x.
ht

m
l

Fe
ch

a:
 1

0/
12

/2
02

5 
09

:1
6

C
S

V
: 3

12
01

45
00

1-
a8

7b
f3

ae
5f

4f
0c

33
2a

39
c0

48
16

e0
81

f4
9e

cf
A

Q
==

Fi
rm

ad
o

po
r:

M
A

R
TA

A
R

N
E

D
O

H
E

R
R

E
R

O


		2025-12-10T09:16:47+0100




